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Sentencia
Acapulco, Guerrero, veintinueve de octubre de dos 

mil veintiséis. 

Vistos, los autos para dictar sentencia definitiva en el 

expediente 18000/2025, relativo al juicio oral mercantil 

promovido por  ********* ******* *******, por propio 

derecho, contra  ******* ******** *********** ******** 

******* ** ******* ********; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. 
Mediante escrito presentado el cuatro de diciembre de dos 
mil veinticinco en el buzón de Correspondencia Común de 

los Juzgados de Distrito en el Estado de Guerrero, con 

residencia en Acapulco de Juárez, y recibido en este juzgado, 

********* ******* *******, por propio derecho, demandó 

en la vía oral mercantil, de  ******* ******** *********** 

******** ******* ** ******* ********, esencialmente, las 

siguientes prestaciones:

1. La rescisión de contrato de crédito simple número 
******** celebrado entre el actor y la moral 
demandada, de fecha quince de septiembre de dos 
mil veinticinco, por incumplimiento de acuerdo de 
entrega anticipada del bien a adquirir (vehículo).

2. La devolución del importe pagado por concepto de 
enganche de $13,865.25 (trece mil ochocientos 
sesenta y cuatro pesos 25/100 moneda nacional) 
que fue pagada a la moral demandada, con fecha 
dieciséis de septiembre dos mil veinticinco.

3.  La devolución del importe pagado por concepto de 
primera mensualidad de $10,098.00 (diez mil 
noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional) que 
fue pagada a la moral demandada, con fecha uno de 
octubre dos mil veinticinco.
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4. El pago de los intereses que se generen por mora a 
partir de la fecha en que se cumplió el plazo de 
entrega anticipada del bien a adquirir (vehículo), 
sobre la cantidad de $23,963.25 (veintitrés mil 
novecientos sesenta y tres pesos 25/100 moneda 
nacional).  

5. El pago de los daños y perjuicios. 

6. El pago de gastos y costas.

SEGUNDO. ADMISIÓN Y EMPLAZAMIENTO. Con la 

demanda se formó el expediente  **********  y previo 

desahogo de prevención, se admitió a trámite en la vía y 

forma propuestas y se ordenó emplazar a la parte 

demandada.

TERCERO. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA. Por 

auto de veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, se tuvo por 

precluido el derecho de la parte demandada  ******* 

*******
* 
*******
**** 
*******
* 
******* 
** 
******* 

********, para contestar la demanda instaurada en su contra.

En proveído de doce de agosto de dos mil veintiséis, se 

tuvo a la parte actora por desistida de la demanda por cuanto 

hace al codemandado  ******* ********* ********; por lo 

que en términos del artículo 1390 Bis 20 del Código de 

Comercio, se fijó fecha para el verificativo de la audiencia 

preliminar.

CUARTO. AUDIENCIA PRELIMINAR. El diez de 

septiembre de dos mil veintiséis, se llevó a cabo la audiencia 

preliminar en la cual, en la etapa de depuración del 

procedimiento, se tuvo por reconocida la legitimación de las 

partes.

Continuamente, ante la inasistencia de la parte 

demandada, el Juez indicó que no era posible llevar a cabo 

las etapas de conciliación, de fijación de acuerdos sobre 
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3

hechos no controvertidos y de fijación de acuerdos 

probatorios, por lo que declaró esas etapas. 

Posteriormente, en la etapa relativa a la admisibilidad 

de pruebas, se admitieron las pruebas documentales, 

instrumental y presuncional en su doble aspecto ofrecidas por 

la parte actora, que no requieren preparación, por lo que se 

tuvieron por desahogadas. 

Asimismo, se acordó favorable el desahogo de la 

testimonial ofrecida por la parte actora con cargo a  *** 

***** ******** ******** y ***** ***** ****** 

********; por lo que se comisionó al actuario de la 

adscripción se constituyera en el domicilio señalado en el 

escrito de demanda y les notificara de su comparecencia a la 

audiencia de juicio y se cerró dicha etapa.

Finalmente, se señaló fecha y hora para la audiencia de 

juicio.

QUINTO. AUDIENCIA DE JUICIO. El veintidós de 
octubre de dos mil veintiséis, dio inicio la audiencia de 

juicio sin la asistencia de las partes. 

Acto continuo, se aperturó la etapa relativa al 
desahogo de las pruebas admitidas a la parte actora, se 

hizo referencia primeramente a las documentales que obran 

en autos, la instrumental de actuaciones y la presuncional 
tanto legal como humana, las cuales se desahogaron por su 

propia y especial naturaleza.

En relación con la testimonial a cargo de  *** ***** 

******** ******** y  ***** ***** ****** ********, 
tomando en consideración que obraba en autos la razón 

actuarial de fecha cinco de octubre de dos mil veintiséis, con 

la cual el actuario de la adscripción hizo constar la 
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imposibilidad para notificar a los nombrados testigos, por los 

motivos ahí expuestos y que en acuerdo de ocho de octubre 

del presente año, se dio vista a la parte actora con tal 

circunstancia, para que manifiesta lo que a su interés legal 

convenga, sin que lo hubiera realizado.

Por tanto, en virtud de que la parte oferente de la 

prueba no señaló nuevo domicilio donde los testigos  *** 

***** ******** ******** y  ***** ***** ****** 
********, pudieran ser notificados y toda vez que en el 

juicio oral mercantil, la preparación de las pruebas queda a 

cargo de las partes, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 1390 Bis 37 y 1390 bis 42 del Código de 

Comercio, se dejó de recibir la prueba testimonial ofrecida 

por la parte actora.

Al no existir pruebas pendientes que desahogar, se 

declaró cerrada la etapa de desahogo de pruebas y se abrió 

la etapa de alegatos, en la que ante la inasistencia de las 

partes se les tuvo por precluido su derecho para formularlos. 

A continuación, se declaró visto el asunto; sin embargo, 

dadas las cargas de trabajo que imperan en este órgano 

jurisdiccional, a efecto de hacer una correcta revisión de las 

constancias de autos y valoración de las pruebas, se 

suspendió la audiencia, y se señalaron las catorce horas con 

diez minutos del veintinueve de octubre de dos mil veintiséis, 

para el verificativo de la continuación de la audiencia de 

juicio, únicamente para el dictado de sentencia definitiva, lo 

cual aconteció en esta fecha, al tenor de los siguientes.

CONSIDERANDO

PRIMERO. COMPETENCIA. Este Juzgado de Distrito 

en Materia Mercantil Federal, en el Estado de Guerrero, con 

residencia en Acapulco de Juárez, es legalmente competente 

para conocer y resolver de este juicio, con fundamento en lo 
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5

dispuesto en el artículo 104, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación; los Acuerdos 

Generales 3/2013 y 35/2018, todos del Pleno del Consejo de 

la Judicatura Federal, relativos a la determinación del número 

y límites territoriales de los Circuitos en que se divide la 

República Mexicana y la creación de este órgano 

jurisdiccional en materia mercantil; 75, fracciones I, XIV y 

XXV, 1049, 1090, 1091, 1092, 1094, fracción I y III, 1390 bis 

y demás relativos del Código de Comercio aplicables al 

presente asunto, puesto que la presente es una controversia 

del orden privado, que deriva de actos comerciales relativos a 

la rescision de un contrato de apertura de crédito respecto de 

un bien mueble (vehículo), en la que sólo se afectan intereses 

particulares, planteada sobre el cumplimiento y aplicación de 

leyes mercantiles y de acuerdo con los procedimientos ahí 

establecidos. 

Además, la parte actora eligió someter el conocimiento 

de su acción a esta jurisdicción federal; por lo que, existió 

sumisión tácita a la jurisdicción de este Juzgado en términos 

de los artículos 1091 y 1094, fracciones I y II del Código de 

Comercio, por el hecho de ocurrir ante este tribunal para 

entablar su demanda y ejercer su acción, además que la 

parte demandada no contestó la demanda instaurada en su 

contra; y, por ende, no opuso la excepción de incompetencia, 

por lo cual precluyó su derecho para hacerlo, sometiéndose 

así tácitamente a la competencia de este juzgador.

SEGUNDO. PROCEDENCIA DE LA VÍA. La vía oral 

mercantil resulta la idónea para tramitar el presente juicio, ya 

que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75, 

fracción V y 1049, ambos del Código de Comercio, la 
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controversia que aquí se ventila deriva de actos comerciales, 

ya que versa sobre derechos y obligaciones emanados de un 

acto, la revisión y como consecuencia el ajuste de facturación 

emitido por una empresa de abastecimiento y suministro de 

energía eléctrica; en tanto que por disposición de los 

numerales 1,055, 1,390 Bis, los transitorios de éste último y 

1390 Bis 1, de la citada legislación, vigente en la fecha de 

presentación de la demanda, los juicios mercantiles son, 

entre otros, orales, en los que se tramitarán todas las 

contiendas sin limitación de cuantía suerte principal, con 

excepción de los de tramitación especial establecidos en el 

citado Código y en otras leyes, ni los de cuantía 

indeterminada; siendo que el caso a estudio es de cuantía 

determinada y no existe una vía especial para este tipo de 

juicios. 

TERCERO. LEGITIMACIÓN. Por ser la legitimación en 

la causa una cuestión que atañe al fondo de la cuestión 

litigiosa y, que por tanto, sólo puede analizarse en el 

momento en que se pronuncie la sentencia definitiva, procede 

analizar en este apartado la misma con apoyo en la tesis 

jurisprudencial VI.3o.C. J/67, Registro: 169271, Novena 

Época, sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Sexto Circuito, localizable en la página 1600, 

Tomo XXVIII, de julio de 2008, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguientes:

“LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. SÓLO PUEDE ESTUDIARSE 
EN LA SENTENCIA DEFINITIVA. Debe distinguirse la legitimación 
en el proceso, de la legitimación en la causa. La primera es un 
presupuesto del procedimiento que se refiere o a la capacidad para 
comparecer al juicio, para lo cual se requiere que el compareciente 
esté en pleno ejercicio de sus derechos civiles, o a la 
representación de quien comparece a nombre de otro. En este 
sentido, siendo la legitimación ad procesum un presupuesto 
procesal, puede examinarse en cualquier momento del juicio, pues 
si el actor carece de capacidad para comparecer a él o no justifica 
ser el representante legal del demandante, sería ociosa la 
continuación de un proceso seguido por quien no puede 
apersonarse en el mismo. En cambio, la legitimación en la causa, 
no es un presupuesto procesal, sino una condición para obtener 
sentencia favorable. En efecto, ésta consiste en la identidad del 
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7

actor con la persona a cuyo favor está la ley; en consecuencia, el 
actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un derecho que 
realmente le corresponde. Como se ve, la legitimación ad causam 
atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, lógicamente, sólo 
puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia 
definitiva.”

Del examen que se hace a los documentos base de la 

acción, se advierte que la parte demandada expidió una 

cotización para efectuar trabajos de obra a favor de la actora, 

cuya existencia reconoció la parte demandada al dar 

contestación a la demanda.

En ese tenor, la actora se encuentra legitimada 

activamente en términos de lo establecido por el artículo 1056 

del Código de Comercio, para promover el presente juicio oral 

mercantil, pues comparece a efecto de hacer valer un 

derecho que deriva del cumplimiento de un contrato de 

crédito simple, celebrado con la parte demandada. 

Por su parte, la demandada, se encuentra legitimada 

pasivamente en términos del citado precepto legal, en virtud 

de que se le reclama el cumplimiento del mismo.

En la inteligencia que de conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 1390 Bis 34 del Código de Comercio, las 

cuestiones relativas a la legitimación procesal de las partes, 

fueron examinadas en la audiencia oral preliminar celebrada 

dentro del presente juicio y que obra videograbada, a la que 

se hace remisión en obvio de repeticiones.

Sirve de apoyo, en lo conducente, la tesis aislada de la 

Séptima época, sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Primer Circuito, localizable en la página 

99, 199-204 Sexta Parte, del Semanario Judicial de la 

Federación, con registro 248443, de rubro y texto siguientes:
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“LEGITIMACION “AD-CAUSAM” Y LEGITIMACION “AD-
PROCESUM”. La legitimación en el proceso y la legitimación en 
la causa son situaciones jurídicas distintas, toda vez que la 
primera de ellas, que se identifica con la falta de personalidad o 
capacidad en el actor, se encuentra referida a un presupuesto 
procesal, necesario para el ejercicio del derecho de acción que 
pretenda hacer valer quien se encuentre facultado para actuar en 
el proceso como actor, demandado o tercero; la falta de 
personalidad se refiere a la capacidad, potestad o facultad de 
una persona física o moral, para comparecer en juicio, a nombre 
o en representación de otra persona, en los términos de los 
artículos 44 a 46 del Código de Procedimientos Civiles, por lo 
que si no se acredita tener personalidad," legitimatio ad 
procesum", ello impide el nacimiento del ejercicio del derecho de 
acción deducido en el juicio; es decir, la falta de dicho requisito 
procesal puede ser examinada oficiosamente por el Juez de la 
instancia, conforme lo dispone el artículo 47 del Código de 
Procedimientos Civiles, o bien opuesta como excepción por el 
demandado en términos de lo preceptuado por la fracción IV del 
artículo 35 de dicho ordenamiento, en cuyo caso, por tratarse de 
una excepción dilatoria que no tiende a destruir la acción 
ejercitada, sino que retarda su curso, y además de previo y 
especial pronunciamiento, puede resolverse en cualquier 
momento, sea durante el procedimiento o en la sentencia; en 
cambio, la legitimación activa en la causa es un elemento 
esencial de la acción que presupone o implica la necesidad 
de que la demanda sea presentada por quien tenga la 
titularidad del derecho que se cuestiona, esto es, que la 
acción sea entablada por aquella persona que la ley 
considera como particularmente idónea para estimular en el 
caso concreto la función jurisdiccional; por tanto, tal cuestión 
no puede resolverse en el procedimiento sino únicamente en la 
sentencia, por tratarse de una cuestión de fondo, perentoria; así, 
estima este Tribunal Colegiado que cuando la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación alude a que la legitimación puede 
estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, se refiere a la 
legitimación "ad procesum", no a la legitimación ad causam. En 
consecuencia, si la parte demandada niega el derecho que hace 
valer la parte actora, por considerar aquélla que ésta no es la 
titular del derecho litigioso, resulta inconcuso que se trata de una 
excepción perentoria y no dilatoria que tiende a excluir la acción 
deducida en el juicio, por lo que tal cuestión debe examinarse en 
la sentencia que se llegue a pronunciar en el juicio.”

CUARTO. FIJACIÓN DE LA LITIS. Para una mejor 

comprensión del asunto y del sentido que rige este fallo, 

resulta pertinente fijar correctamente la litis, atendiendo tanto 

al contenido íntegro de la demanda. 

Del análisis efectuado a la demanda, se advierte que la 

materia de la litis en el presente asunto se constriñe a 

determinar si resulta procedente declarar la rescisión del 
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9

contrato de apertura de crédito simple para la adquisición de 

un automóvil, celebrado entre las partes el quince de 

septiembre de dos mil veinticinco, por incumplimiento de la 

demandada y como consecuencia, la devolución de los 

montos pagados por conceptos de enganche y primera 

mensualidad realizados por el accionante, así como el pago 

de intereses y el pago de gastos y costas.

O, en otro sentido, si lo conducente es declarar 

improcedente la rescisión solicitada.

QUINTO. MARCO JURIDICO. El contrato de apertura 

de crédito simple es el concierto de voluntades, por el que el 

acreditante se obliga a poner una suma de dinero a 

disposición del acreditado, o a contraer por cuenta de éste 

una obligación, para que el mismo haga uso del crédito 

concedido en la forma y en los términos y condiciones 

convenidos, quedando obligado el acreditado a restituir al 

acreditante las sumas de que disponga, o a cubrirlo 

oportunamente por el importe de la obligación que contrajo 

(artículo 291 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito).

De ahí que, impone obligaciones recíprocas; por lo que 

respecta al acreditante, poner a disposición del acreditado 

una suma de dinero; y, al acreditado, restituir al acreditante 

las sumas de que disponga.

Luego, si alguna de las partes incumple con lo pactado, 

puede exigir el cumplimiento del contrato, el vencimiento 

anticipado o la rescisión.

El vencimiento anticipado o rescisión para el pago de 

un crédito otorgado por incumplimiento del deudor se 

actualiza siempre y cuando así se hubiese pactado. En caso 
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de que el crédito se encuentre extinguido, por haberse 

dispuesto en su totalidad de su importe, en términos del 

artículo 301, fracción I, de la Ley General de Títulos y 

Operaciones de Crédito y, por ende, solamente subsista la 

obligación de pago del deudor, en la forma y términos 

pactados en el contrato.

En este mismo sentido, aun y cuando no exista cláusula 

alguna donde se hayan pactado los lineamientos sobre los 

cuales operará la rescisión del contrato, en términos del 

artículo 1949 del Código Civil Federal de aplicación supletoria 

al Código de Comercio, dicho numeral establece una 

protección legal que opera por ministerio de ley, sin 

necesidad de que las partes lo pacten expresamente.

Dicho artículo dispone:

“Artículo 1949.- La facultad de resolver las obligaciones se 
entiende implícita en las recíprocas, para el caso de que 
uno de los obligados no cumpliere lo que le incumbe.
El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o 
la resolución de la obligación, con el resarcimiento de 
daños y perjuicios en ambos casos. También podrá pedir la 
resolución aún después de haber optado por el 
cumplimiento, cuando éste resultare imposible.”

Al respecto, en los contratos sinalagmáticos (donde 

ambas partes se obligan mutuamente), la existencia de la 

obligación de una parte es la causa de la obligación de la 

otra. Si una parte falta a su compromiso, se rompe el 

equilibrio contractual; en consecuencia, la ausencia de una 

cláusula de rescisión en el contrato no implica la renuncia a 

este derecho, ya que el silencio de las partes lo suple la 

norma legal.

Sentado lo anterior, el incumplimiento otorga al 

afectado una “facultad electiva”, no está atado a una sola vía; 

puede decidir qué remedio procesal conviene más a sus 

intereses: mantener el contrato o terminarlo.

En términos del artículo 1194 del Código de Comercio, 

para declarar procedente la acción de rescisión del contrato, 
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11

es menester que la actora acredite los siguientes elementos:

I. La existencia de la relación contractual entre la 
actora y la institución financiera demandada;

II. Que en el acto jurídico que dio origen a dicha 
relación contractual se hubiesen convenido obligaciones 
recíprocas cuyo incumplimiento se reclama a la parte 
demandada; y

III. Que la parte demandada, hubiese incumplido 
las obligaciones que contrajo con la celebración del 
contrato base de la acción, lo que haría procedente la 
rescisión del contrato.

SEXTO. ESTUDIO DE LA ACCIÓN. Se procede al 

estudio de la acción hecha valer por la parte actora, para lo 

cual tomando en cuenta que la accionante reclama en su 

demanda la rescisión del contrato base de la acción y como 

consecuencia de ello, la devolución de los montos pagados 

por conceptos de enganche y primera mensualidad 

realizados por el accionante, así como el pago de intereses y 

el pago de gastos y costas que se originen con motivo de la 

tramitación del presente juicio.

Para fundar sus prestaciones, la actora señaló en sus 

hechos:

- Que el quince de septiembre de dos mil 

veinticinco, celebró con la demandada un contrato 

de apertura de crédito simple para la adquisición 

de un automóvil, el cual contiene dos anexos, 

denominados “CONTRATO DE APERTURA DE 

CRÉDITO SIMPLE (60 MESES)” Y “CARÁTULA 

DE CRÉDITO AUTOMOTRIZ”.

- Que dicho acuerdo de voluntades, este establece 
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que existen anexos y apartados, en el cual se 

pactó que si el acreditado estuviere al corriente en 

sus pagos, se le haría entrega del vehículo dentro 

del plazo de veinticinco días hábiles, junto con el 

certificado de disposición, por haber calificado al 

en el programa de campaña anticipada, dispuesto 

en apartado 12 del Manual del cliente.       

- Que a partir de la firma del contrato y el pago de 

enganche, se le haría entrega del vehículo, en 

veinticinco días, es decir a más tardar el veintiuno 

de octubre de dos mil veinticinco, por lo cual 

realizó el pago a través de terminal bancaria con 

su tarjeta de débito del banco ****, realizándose 

el cobro por la cantidad de $13,865.25 (trece mil 

ochocientos sesenta y cuatro pesos 25/100 

moneda nacional), aplicado a su cuenta el día 

diecisiete de septiembre siguiente.

- Con fecha uno de octubre de dos mil veinticinco, 

realizó la transferencia de la primer mensualidad, 

a través de terminal bancaria con su tarjeta de 

débito del banco ****, realizándose el cobro por 

la cantidad de $10,098.00 (diez mil noventa y 

ocho pesos 00/100 moneda nacional), aplicado a 

su cuenta el día diecisiete de septiembre 

siguiente.

- Que días antes de la fecha de plazo de entrega 

anticipada, estuvo en contacto con el asesor de 

ventas, quien le refirió que la entrega del vehículo 

se llevaría a cabo el veinticinco de octubre de dos 

mil veinticinco; sin embargo, el asesor de ventas 

le manifestó que no aparecía en la lista de 

entregas de vehículos, razón por la cual el actor le 

dijo que solicitaría la recisión del contrato por 
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13

incumplimiento y este le otorgo los requisitos para 

tal efecto, aclarándole que no era cancelación de 

contrato, sino rescisión toda vez que incumplieron 

con la campaña anticipada.

- Por el escrito de veintisiete de octubre de dos mil 

veinticinco, solicitó la rescisión del contrato base 

de la acción y la devolución de los importes 

erogados, presentándose en las instalaciones de 

la moral demandada y que la persona que lo 

atendió no quiso firmar de recibido el citado 

escrito.                

- Por tanto, manifiesta bajo protesta de decir 

verdad, que hasta la fecha de la presentación de 

la demanda, no le han devuelto el dinero.

 En ese sentido, de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 1194 del Código de Comercio, la actora para 

acreditar sus pretensiones ofreció como pruebas las 

siguientes:

DE LA ACTORA:

1. Documentales privadas consistentes en:

- Certificado de pre solicitud de apertura de crédito 

automotriz.

- Contrato número  ********, de fecha quince de 

septiembre de dos mil veinticinco.

- Comprobantes de depósito.

- Dos estados de cuenta expedidos  *** **** 

******* ******** 
******** 
*********** ** 
***** 

********* ***** ********** **** ****** , respecto 

de la cuenta bancaria del actor, de los periodos 

FR
A
N
C
IS
C
O
 M
A
N
U
E
L
 P
IN
O
 C
A
R
V
A
JA
L

70
6a
66
20
63
6a
66
33
00
00
00
00
00
00
00
00
00
00
9f
a8

17
/1
1/
28
 1
1:
57
:4
9

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



19/08/2025 al 18/09/2025 y 19/09/2025 al 

18/10/2025.  

- Solicitud de rescisión de contrato por 

incumplimiento.

2.Testimonial con cargo a  *** ***** ******** 

******** y ***** ***** ****** ******** (la 

cual en audiencia de juicio fue declarada 

desierta). 

- Instrumental de actuaciones.

- Presuncional legal y humana.

ESTUDIO DE FONDO

A las anteriores pruebas documentales, este juzgador 

les concede pleno valor probatorio, con fundamento en los 

artículos 1241, 1292 y 1296 del Código de Comercio, además 

que no fueron objetados en cuanto a su autenticidad por su 

contraria.

Apoya lo anterior la tesis 1a./J. 126/2012, (10ª.) de la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, página 622, Febrero de 2013, tomo I, Libro XVII, 

Décima Época, Registro 2002783, de rubro y texto siguientes:

“DOCUMENTOS PRIVADOS ORIGINALES Y COPIAS 
FOTOSTÁTICAS SIMPLES. SU VALOR PROBATORIO EN 
LOS JUICIOS MERCANTILES. En el artículo 1296 del 
Código de Comercio, de contenido idéntico al numeral 1241 
del mismo ordenamiento, el legislador estableció que si los 
documentos privados presentados en original en los juicios 
mercantiles -en términos del artículo 1205 del Código 
invocado-, no son objetados por la parte contraria, se tendrán 
por admitidos y surtirán sus efectos como si se hubieran 
reconocido expresamente. Al respecto, este último numeral 
establece, después de un listado enunciativo en el que 
contempla a los documentos privados, que también será 
admisible como prueba “en general cualquier otra similar u 
objeto que sirva para averiguar la verdad”, entre los cuales 
están las copias simples. Ahora bien, los documentos 
originales y las copias fotostáticas no son lo mismo, pues 
éstas son simples reproducciones de documentos originales 
que pueden alterarse o modificarse en el proceso de 
reproducción, de modo que no correspondan al documento 
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15

que supuestamente reproducen y, por ello, constituyen 
elementos de convicción distintos regidos por diferentes 
normas y con diferente valor probatorio; de ahí que conforme 
al indicado artículo 1296, las copias simples no pueden 
tenerse por reconocidas ante la falta de objeción, como 
sucede con los documentos privados exhibidos en original. 
Así, para determinar el valor probatorio de las copias 
fotostáticas simples en un procedimiento mercantil, ante la 
falta de disposición expresa en el Código de Comercio, debe 
aplicarse supletoriamente el artículo 217 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, el cual ha sido interpretado por 
este alto tribunal en el sentido de que las copias fotostáticas 
simples deben ser valoradas como indicios y adminicularse 
con los demás elementos probatorios que obren en autos, 
según el prudente arbitrio judicial.”

Las anteriores probanzas son suficientes para declarar 

procedente la acción de rescisión de contrato, al quedar 

acreditados los siguientes elementos:

Primer elemento de la acción. La relación 
contractual existente entre las partes. Lo anterior quedó 

demostrado con lo siguiente:

- Contrato de apertura de crédito para la 

adquisición de un bien (vehículo) de quince de 

septiembre de dos mil veinticinco.

Documental con la que se acredita la relación 

contractual existente entre las partes, pues podemos advertir 

que fue suscrito por  ******* ******** *********** 

******** ******* ** ******* ******** en su calidad de 

acreditante y el actor  ********* ******* ******* en su 

calidad de cliente (acreditado).

Esa documental tiene valor de indicio en términos del 

artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria al Código de Comercio ya que fue  

presentada en copia simple; sin embargo, adquiere plena 

eficacia probatoria ya que se adminicula principalmente con 

lo manifestado por la parte actora en los hechos 1 y 2 de su 
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demanda, en los que medularmente sostiene que el quince 

de septiembre de septiembre de dos mil veinticinco, celebró 

un contrato de declarar la rescisión del contrato de apertura 

de crédito simple para la adquisición de un automóvil.

Hechos que no fueron controvertidos por la demandada, 

pues fue omisa en contestar la demanda.

Como se puede advertir, la demandada no fija 

controversia respecto de la relación comercial entre ambas 

partes, por lo que ese hecho no debe estar sujeto a prueba, 

en términos del artículo 1,390 bis 37 del Código de Comercio, 

y por tanto se encuentra debidamente acreditado.

Segundo elemento de la acción. Que en el acto 
jurídico que dio origen a la controversia, se hubiesen 
convenido obligaciones recíprocas cuyo incumplimiento 
se reclama a la parte demandada, lo anterior quedó 

demostrado con:

- Contrato de apertura de crédito para la 

adquisición de un bien (vehículo) de quince de 

septiembre de dos mil veinticinco.

- Características e información particular del 

contrato (formulario)

- Caratula de contrato de apertura de crédito 

simple.    

Del contrato base de la acción, que se analiza, en la 

parte que interesa se advierte lo siguiente:

En el apartado de declaraciones, se desprende que la 

acreditada (aquí actora) solicitó un crédito para adquirir un 

bien (automóvil); que cuenta con la capacidad jurídica 

necesaria para recibir el crédito que la demandada le otorga, 

así como para obligarse en términos del contrato.
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Además, en la cláusula tercera, se señaló que se 

dispondrá de la totalidad del crédito mediante una disposición 

cuando se dé cumplimiento a la cláusula cuarta del contrato y 

que actor (acreditado) se obligaba a destinar la disposición 

del crédito, única y exclusivamente para pagar al proveedor el 

precio del bien que se adquiera el que se detalla en el anexo 

del contrato.

En la cuarta se estipuló que para disponer del crédito 

otorgado el cliente entre cuestiones, deberá cubrir la comisión 

por apertura, el pago del enganche, así como, el pago de la 

comisión por disposición del crédito    

Por otro lado el actor, acreditada, se obligó a pagar 

mensualmente a la institución financiera intereses ordinarios, 

más el impuesto al valor agregado sobre el saldo insoluto del 

crédito a razón de una tasa fija anual expresado en puntos 

porcentuales y/o sus fracciones indicadas en la carátula que 

corresponde al 10.80%.

También se obligó a pagar intereses moratorios por el 

44% de la amortización principal vencida no pagada fija, 

como se indicó en la carátula del contrato.

Del mismo modo, se obligó al pago de comisionó por 

apertura de crédito y gastos, los cuales, sumados al monto 

del crédito, arrojan un total a pagar de $624,668.51 

(seiscientos veinticuatro mil seiscientos sesenta y ocho pesos 

51/100 moneda nacional), más los seguros ahí indicados.

Sentado lo anterior, se advierte que la disposición del 

crédito quedaría condicionada con los pagos de la comisión 

por apertura y el enganche del bien (vehículo).

Además, los pagos realizados por la parte actora por 

las cantidades de $13,865.25 (trece mil ochocientos sesenta 
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y cuatro pesos 25/100 moneda nacional) y 10,098.00 (diez 

mil noventa y ocho pesos 00/100 moneda nacional), que 

fueron pagados a la moral demandada, con fecha dieciséis 

de septiembre dos mil veinticinco y uno de octubre dos mil 

veinticinco, respectivamente, quedan acreditados con los 

originales de comprobantes de pago y estados de cuenta 

exhibidos por el actor.

Documentales que fueron exhibidas en originales y a 

las se les concede pleno valor probatorio en términos del 

artículo 1296 del Código de Comercio, al no haber sido 

objetadas por su contraria.

 

De ahí que se considere acreditado el segundo 

elemento de la acción, es decir, la existencia de obligaciones 

recíprocas a cargo de la demandada cuyo incumplimiento 

reclama la parte actora.

Tercer elemento. Que la parte demandada, hubiese 
incumplido las obligaciones que contrajo con la 
celebración del contrato base de la acción, lo que haría 
procedente la rescisión del contrato.

De acuerdo con la naturaleza del reclamo, a la 

demandada correspondía acreditar el cumplimiento de las 

obligaciones a su cargo y no al actor su incumplimiento, como 

lo dispone el artículo 1194 del Código de Comercio1, 

situación que obligaba a la demandada a probar el 

cumplimiento de las obligaciones asumidas al amparo del 

contrato de crédito, lo cual no aconteció en la especie, ya que 

la demandada no aportó prueba alguna que desvirtuara la 

acción intentada.

1 Artículo 1194.- El que afirma está obligado a probar. En consecuencia, el actor debe 
probar su acción y el reo sus excepciones.
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Sobre el particular, la entonces Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó que a la 

demandada correspondía acreditar, dentro del juicio, el 

cumplimiento de las obligaciones a su cargo y, por tanto, no 

haber dado causa de incumplimiento del contrato objeto del 

juicio, pues adujo que al actor no podía exigírsele la 

demostración de un hecho negativo, cuando la acción se 

fundara precisamente en un hecho de esa naturaleza 

(negativo); de ahí que sostuviera que el pago o cumplimiento 

de las obligaciones correspondía demostrarlo al obligado y no 

el incumplimiento al actor.

En ese entendido, si la actora refiere que la parte 

demandada no puso a su disposición el importe total del 

crédito materia del contrato de apertura de crédito simple 

base de la acción y por ende la entrega del vehículo, le 

correspondía a la enjuiciada acreditar esa circunstancia, 

cuestión que no aconteció.

A mayor abundamiento, la demandada al no dar 

contestación a la demanda instaurada en su contra, queda 

robustecido el hecho de que la parte demandada omitió 

poner a disposición el monto del crédito pactado en el 

contrato basal, así como la entrega del vehículo en el plazo 

acordado y haber recibido por parte del actor los pagos 

realizados por la actora; de ahí que esa confesión ficta, 

adminiculada con el restante caudal probatorio, haga prueba 

plena en el sentido de que la demandada incumplió con las 

obligaciones asumidas en el contrato basal.

Por tanto, si la institución bancaria demandada no 

acreditó haber puesto a disposición de la actora el importe 

total del crédito materia del contrato base de la acción y la 

entrega del vehículo, es procedente la rescisión del mismo, 
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pues no tendría ningún sentido que subsista el acuerdo de 

voluntades controvertido, si su objeto no se cumplió, que en 

el caso, es la disposición del crédito a favor del actor para la 

adquisición de un automóvil; lo anterior en términos del 

artículo 1949 del Código Civil Federal de aplicación supletoria 

al Código de Comercio.

Bajo esa tesitura, se estima que la parte actora justificó 

el último de los extremos constitutivos de la acción que 

ejercita, y con ello la procedencia de esta, ya que la 

demandada, no opuso excepciones y defensas, ni ofreció 

prueba alguna dentro del plazo que tenía para hacerlo.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis VI.2o.28 K, emitida 

por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito 

consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, página 982, tomo III, marzo de 1996, 

con registro 203017 del rubro siguiente:

“PAGO O CUMPLIMIENTO. CARGA DE LA PRUEBA. 
El pago o cumplimiento de las obligaciones corresponde 
demostrarlo al obligado y no el incumplimiento al actor.”

Por tanto, el tercer elemento de la acción se encuentra 

acreditado.

SÉPTIMO. DAÑOS Y PERJUICIOS. La parte actora 

reclamó el pago de daños y perjuicios, al respecto, debe 

decirse que dicha prestación es improcedente, dado que 

para ejercitar tal acción la parte demandante debió precisar 

con claridad las circunstancias de tiempo, modo y lugar que 

motiven sus reclamos, en el caso particular, el origen, la 

forma y términos en que dice le fueron causados los daños y 

perjuicios que reclama, sin que lo realizara de forma alguna.

En efecto, los artículos 2108, 2109 y 2110 del Código 

Civil Federal, prevén:
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“Artículo 2108. Se entiende por daño la pérdida o 
menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento 
de una obligación.”

"Artículo 2109. Se reputa perjuicio la privación de 
cualquiera ganancia lícita, que debiera haberse obtenido con el 
cumplimiento de la obligación".

"Artículo 2110. Los daños y perjuicios deben ser 
consecuencia inmediata y directa de la falta de cumplimiento de 
la obligación, ya sea que se hayan causado o que 
necesariamente deban causarse”.

De la interpretación de los preceptos citados, se 

advierte en primer lugar, que por daño se entiende el 

menoscabo y pérdida sufrida en el patrimonio de una 

persona, en segundo término, por perjuicio se concibe como 

la probable ganancia lícita dejada de percibir (lucro cesante), 

mismo que de conformidad con el ordinal 2110 de la 

legislación invocada, deben ser consecuencia inmediata y 

directa de la falta de cumplimiento de la obligación.

Tiene aplicación la tesis sustentada por el Primer 

Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo IV, 

Segunda Parte-2, Julio-Diciembre de 1989, página 703, con 

número de registro 227711), de rubro y texto: 

“DAÑOS Y PERJUICIOS. DEBEN SER CONSECUENCIA 
INMEDIATA Y DIRECTA DEL INCUMPLIMIENTO DE LA 
OBLIGACION DE PAGO. El actor no sólo debe demostrar en el 
juicio la naturaleza de los daños y perjuicios que le cause la falta 
de pago a cargo del demandado, sino también que los mismos 
sean consecuencia inmediata y directa de ese incumplimiento”.

Para la procedencia de la acción de daños y perjuicios 

es ineludible que la parte demandante pruebe 

fehacientemente la pérdida o menoscabo, que ha resentido, 

por la falta de cumplimiento del contrato de seguro cuyo 

incumplimiento se reclama, y como consecuencia de ello, el 

cese en las ganancias lícitas que dejó de percibir, 

FR
A

N
C

ISC
O

 M
A

N
U

E
L

 PIN
O

 C
A

R
V

A
JA

L
706a6620636a6633000000000000000000009fa8
17/11/28 11:57:49

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



precisamente por la inobservancia de ese deber jurídico, así 

como el nexo de causalidad, esto es, que de haberse 

satisfecho en sus términos la obligación principal, la 

demandante no habría sufrido la afectación reclamada y sí en 

cambio habría percibido tales gananciales.

Lo anterior tiene sustento en que la producción de un 

perjuicio patrimonial trae aparejada la infracción a un derecho 

subjetivo de carácter económico, por ello, la prueba del 

perjuicio patrimonial dejará evidenciado al mismo tiempo la 

trasgresión del derecho que protege al bien lesionado.

De ahí que, en el caso, resulta improcedente condenar 

a la parte demandada al pago de daños y perjuicios.

Cobra aplicación, por identidad jurídica sustancial, la 

jurisprudencia III.2o.C. J/9, del Segundo Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Tercer Circuito, localizable en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, tomo XII, Octubre de 2000, página 1156 (registro 

191076), que a la letra dice:

“DAÑOS Y PERJUICIOS, PARA LA PROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN DE, ES NECESARIO PROBAR LA EXISTENCIA DE 
LOS MISMOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
Para que prospere la acción tendiente al cobro de los daños y 
perjuicios a que se refiere el artículo 2023 del Código Civil de 
Jalisco, anterior a sus reformas, no basta con exigirlo, sino que 
aparte de que deben ser consecuencia inmediata y directa de la 
falta de cumplimiento de una obligación (artículo 2029 del 
sustantivo en consulta), también es necesario demostrar la 
existencia de los mismos, aunque la mencionada acción tenga el 
carácter de accesoria”.

OCTAVO. INTERESES. Tomando en consideración que 

en el presente juicio quedó demostrado que la demandada ha 

incumplido con su obligación, resulta procedente condenarla 

a cubrir intereses al tipo legal, en términos del artículo 362 del 

Código de Comercio, que dispone lo siguiente:

“Artículo 362. Los deudores que demoren el pago de sus 
deudas, deberán satisfacer, desde el día siguiente al del 
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vencimiento, el interés pactado para este caso, ó en su defecto el 
seis por ciento anual.”

En ese sentido, toda vez que, como se vio, no existe 

pacto entre las partes sobre ese aspecto, debe aplicarse la 

última parte del artículo en cita, en el sentido de que los 

deudores están obligados a pagar intereses legales al seis 

por ciento anual, desde el día siguiente al en que estaba 

obligado a su cumplimiento.

De ahí que, si la parte demandada fue omisa en cubrir 

sus obligaciones en los términos pactados con la actora, 

resulta procedente que cubra los intereses legales que la 

cantidad de $23,963.25 (veintitrés mil novecientos sesenta 
y tres pesos 25/100 moneda nacional) haya generado a 
partir del día veintiuno de octubre de dos mil veinticinco, 
fecha en la que la demandada haría entrega del vehículo, 

una vez realizada la firma del contrato y del pago de 

enganche, según lo narrado por el actor en sus hechos, lo 

cual es acorde con lo estipulado en la cláusula cuarta del 

contrato basal en el cual se señaló que una vez que la parte 

acreditada cumpliera con lo anterior, la acreditante emitirá el 

certificado de depósito, en el que informará la fecha del bien 

(vehículo) destino del crédito, misma que no podrá ser 

superior a treinta hábiles.            

Por tanto, los intereses deberán calcularse a partir del 

día siguiente hábil del día veintiuno de octubre de dos mil 
veinticinco y hasta que haga el pago total de la suerte 

principal, los cuales serán cuantificados en ejecución de 

sentencia.

Sirve de apoyo a contrario sensu, la tesis XX.112 C del 
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entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, 

localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, novena época, tomo IV, octubre de mil novecientos 

noventa y seis, página quinientos setenta y nueve (registro 

201208), que establece al título y texto: 

“PAGO DE INTERESES MORATORIOS. SI NO SE 
PACTARON DEBEN LIQUIDARSE AL TIPO LEGAL 
CONFORME AL CÓDIGO DE COMERCIO. Si en la sentencia 
definitiva se condenó genéricamente a los demandados al pago 
de la suerte principal y accesorios legales, en estos últimos 
deben comprenderse a los intereses moratorios, los cuales 
deben liquidarse de acuerdo a la tasa pactada por las partes, y 
sólo en el caso de que se hubiese dejado de pactar los intereses 
moratorios, éstos se liquidarán al tipo legal o sea el 6% anual, en 
razón de que así lo dispone el artículo 362 del Código de 
Comercio en su primer párrafo al establecer: ‘Los deudores que 
demoren el pago de sus deudas deberán satisfacer, desde el día 
siguiente al del vencimiento, el interés pactado para este caso, o 
en su defecto el seis por ciento anual..."

NOVENO. GASTOS Y COSTAS. Sin que haya lugar a 

condenar a la demandada a pagar gastos y costas en esta 

instancia, ya que no se actualiza ninguno de los supuestos 

previstos en el artículo 1084 del Código de Comercio, que a 

la letra dice:

“Artículo 1084. La condenación en costas se hará 
cuando así lo prevenga la ley, o cuando á juicio del juez se 
haya procedido con temeridad o mala fe. Siempre serán 
condenados:

I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción 
o su excepción, si se funda en hechos disputados;

II. El que presentase instrumentos o documentos 
falsos, o testigos falsos o sobornados;

III. El que fuese condenado en juicio ejecutivo y el que 
lo intente si no obtiene sentencia favorable. En este caso la 
condenación se hará en la primera instancia, observándose 
en la segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;

IV. El que fuere condenado por dos sentencias 
conformes de toda conformidad en su parte resolutiva, sin 
tomar en cuenta la declaración sobre costas. En este caso, 
la condenación comprenderá las costas de ambas 
instancias;

V. El que intente acciones o haga valer cualquier tipo 
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de defensas o excepciones improcedentes o interponga 
recursos o incidentes de este tipo a quien no solamente se 
le condenará respecto de estas acciones, defensas, 
excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino de 
las excepciones procesales que sean inoperantes.”

Así las cosas, se considera que no se actualiza el 
supuesto previsto por la fracción I, del numeral trascrito, 

en virtud de que, en la especie, según se advierte de las 

audiencias preliminar y del juicio, se admitieron y 

desahogaron los medios de convicción ofrecidos por la parte 

actora, los cuales ofreció con la finalidad de acreditar su 

acción.

Tampoco se actualiza la hipótesis prevista por la 
fracción II, ya que ninguna de las partes en mención, 

presentó instrumentos o documentos falsos o testigos falsos 

o sobornados.

De igual manera, no se actualiza la fracción III, pues 

según lo interpretó la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 

1223/2014, de cuyo estudio surgió la tesis 1a. LXVI/2015, 

que más adelante se transcribe, el supuesto ahí previsto es 

sólo para los juicios ejecutivos mercantiles, toda vez que en  

ese tipo de juicios no se desarrolla un proceso de cognición, 

en tanto que el demandante sólo la rescisión de un contrato 

de crédito para la adquisición de un vehículo.

Es aplicable, por las razones que la informan, la tesis 

sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, Décima Época, visible en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 

2015, Tomo II, página 1384, cuyo rubro y texto son del tenor 

siguiente: 

“COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE 
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COMERCIO, QUE PREVÉ SU CONDENA, NO ES 
APLICABLE A LOS JUICIOS ORDINARIOS (ABANDONO 
DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 7/2004). Esta Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 9/2013-PS, de la que derivó la 
jurisprudencia 1a./J. 7/2004, de rubro: "COSTAS EN 
PRIMERA INSTANCIA EN JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. 
PARA SU CONDENA ES IMPROCEDENTE LA APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LA LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL 
LOCAL.", estimó que el artículo 1084 del Código de 
Comercio, en su texto anterior a la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 24 de mayo de 1996, resulta 
aplicable para todo tipo de juicios mercantiles; de ahí que la 
hipótesis en que el actor en un juicio ordinario mercantil 
obtuvo sentencia contraria a sus intereses y no se condujo 
con temeridad o mala fe dentro de la secuela del proceso, se 
entiende comprendida en la fracción III del numeral citado, la 
cual contempla la procedencia de la condena en costas en 
primera instancia, por lo que, al estar regulada en forma 
completa y detallada la hipótesis específica, resulta 
improcedente la aplicación supletoria de la legislación 
procesal civil relativa que previera la condena en costas en 
juicios civiles. Ahora bien, una nueva reflexión sobre el tema, 
lleva a esta Primera Sala a apartarse del criterio plasmado en 
la tesis citada, pues lo definitivo es que antes y después de la 
reforma de 1996 la fracción III es idéntica y si bien es cierto 
que con motivo de las reformas se introdujo la fracción V al 
artículo 1084, la cual prevé que siempre será condenado en 
costas el que intente acciones o haga valer cualquier tipo de 
defensas o excepciones improcedentes o interponga recursos 
o incidentes de este tipo, a quien no solamente se le 
condenará respecto de estas acciones, defensas, 
excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino de las 
excepciones procesales que sean inoperantes, también lo es 
que ello no permite generar una interpretación extensiva en la 
que se incluyan tanto los juicios ordinarios, como los 
ejecutivos; lectura que es diferente al contenido literal de la 
norma que ha interpretado este Alto Tribunal, en el sentido de 
que la condena en costas prevista en el artículo 1084, fracción 
III, del Código de Comercio, se encuentra dirigida 
exclusivamente a los juicios ejecutivos mercantiles.”

Asimismo, tiene aplicación la tesis emitida por el Tercer 

Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, Décima 

Época, localizable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 27, Febrero de 2016, Tomo III, página 

2050, que textualmente dice:

“COSTAS EN LOS JUICIOS ORALES MERCANTILES. NO 
PROCEDE SU CONDENA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. El 
artículo 1084, fracción III, del Código de Comercio establece 
que la condena en costas siempre procederá cuando fuese 
condenado en juicio ejecutivo y el que lo intente si no obtiene 
sentencia favorable. Dichos juicios ejecutivos mercantiles son 
extraordinarios y sumarios, dirigidos a llevar a efecto los 
derechos que se hayan reconocido por actos o en títulos y 
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basados en uno preconstituido con pleno valor probatorio, 
regulados en los artículos 1391 a 1414 del Código de 
Comercio. En ese sentido, las reglas de la fracción III del 
citado artículo 1084, no son aplicables a los juicios orales 
mercantiles, debido a que éstos son de naturaleza diversa y 
se encuentran previstos en un título especial, que comprende 
del artículo 1390 Bis al 1390 Bis 50 del citado código.”

De la misma manera no se actualiza la fracción IV, en 

donde se prevé el supuesto de que alguna de las partes 

hubiera sido condenada por dos sentencias conformes de 

toda conformidad en su parte resolutiva, pues, en la especie, 

se trata de una sentencia dictada en primera instancia dentro 

de un procedimiento en el que la ley no prevé la figura de 

algún recurso ordinario.

Y, finalmente, no se actualiza la fracción V, ya que la 

desestimación de una pretensión, excepción, defensa, 

recurso o incidente, no genera necesariamente la condena al 

pago de costas, toda vez que para ello, es requisito 

indispensable, la ausencia de alguno de los elementos 

previstos en las propias normas para que pueda realizarse el 

estudio de fondo de la cuestión planteada, los cuales varían 

dependiendo de la vía que se ejerza y consisten en los 

mínimos necesarios que deben satisfacerse para realizar la 

jurisdicción; así, la procedencia de una acción, excepción, 

defensa, recurso o incidente, implica que se reúnan los 

requisitos elementales para que sea posible su estudio en 

cuanto a la cuestión planteada, así como su resolución y 

efectos; sin que lo anterior contemple cuestiones de fondo 

que no hayan sido acreditadas, porque éstas desembocan en 

su calificación de infundadas, lo que significa que ya se han 

superado los temas de procedencia y un análisis de la 

cuestión de fondo.

Se afirma que en el caso no se actualiza la invocada 

fracción V, del numeral en estudio, ya que según se advierte 
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de este fallo, resultó fundada la acción intentada por la 

actora; y, en consecuencia, se realizó el estudio del fondo de 

la litis, una vez superados los presupuestos procesales de 

competencia y vía.

Asimismo, en relación a la demandada, tampoco se 

actualiza la hipótesis en estudio, pues como se expuso con 

antelación, al no contestar la demandada instaurada en su 

contra, resultó fundada la acción ejercitada por la actora, y, 

dicha conclusión fue resultado del estudio de fondo, una vez 

superados los presupuestos procesales de competencia y 

vía.

Funda y motiva lo anterior, la jurisprudencia sustentada 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Décima Época, localizable en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, 

Tomo 1, página 574, cuyo rubro y texto a la letra dicen:

“COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL 
TÉRMINO "IMPROCEDENTES" A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 43/2007, de 
rubro: "COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. LA CONDENA A 
SU PAGO NO REQUIERE QUE LA IMPROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN, NI DE LAS EXCEPCIONES, LAS DEFENSAS, LOS 
INCIDENTES O RECURSOS SEA NOTORIA 
(INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 
1084 DEL CÓDIGO DE COMERCIO).", sostuvo que acorde 
con la fracción V del citado artículo 1084, para que proceda 
condenar al promovente al pago de costas, basta que las 
acciones, las excepciones, las defensas, los recursos o 
incidentes que haga valer resulten improcedentes, y que se 
consideran así las acciones ejercitadas que no encuadran en 
los supuestos amparados en la ley o aquellas cuyos 
presupuestos, elementos o hechos constitutivos no se 
acreditaron durante el juicio. Sin embargo, en alcance a dicha 
tesis y de una nueva reflexión se precisa que el término 
"improcedentes" a que se refiere el artículo 1084, fracción V, 
del Código de Comercio, debe entenderse como la ausencia de 
alguno de los elementos previstos en las propias normas para 
que pueda realizarse el estudio de fondo de la cuestión 
planteada, los cuales varían dependiendo de la vía que se 
ejerza y consisten en los mínimos necesarios que deben 
satisfacerse para realizar la jurisdicción; esto es, que el caso en 
su integridad, tanto en su parte subjetiva como objetiva, 
apegado a la seguridad jurídica y debido proceso, debe reunir 
los requisitos normativos para que el juzgador pueda conocerlo 

FR
A

N
C

ISC
O

 M
A

N
U

E
L

 PIN
O

 C
A

R
V

A
JA

L
706a6620636a6633000000000000000000009fa8
17/11/28 11:57:49

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



29

y resolverlo. Así, la procedencia de una acción, excepción, 
defensa, incidente o recurso, implica que se reúnan los 
requisitos mínimos necesarios para que sea posible su estudio 
en cuanto a la cuestión planteada, así como su resolución y 
efectos; sin que lo anterior contemple cuestiones de fondo que 
no hayan sido acreditadas, porque éstas desembocan en su 
calificación de infundadas, lo que significa que ya se han 
superado los temas de procedencia y un análisis de la cuestión 
de fondo.”

Por otra parte, tampoco debe condenarse a la parte 

actora o a la demandada, a pagarse costas en estas 

instancia, ya que este Juzgador no advierte que alguno de 

ellos se haya conducido con temeridad o mala fe, debiéndose 

entender a ésta como una malicia notable o litigar sin justa 

causa; pudiendo consistir la temeridad o mala fe en diversos 

actos u omisiones del litigante, pues no sólo consiste en la 

falta de prueba de los hechos en que se funda la demanda, 

sino en ejercitar acciones a sabiendas de ser improcedentes, 

oponerse a una acción sin causa justificada con pleno 

conocimiento de que son injustificadas, en la interposición de 

recursos o excepciones frívolos e improcedentes con el sólo 

propósito de entorpecer el curso del procedimiento.

Es aplicable a lo anterior, la tesis emitida por el Décimo 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito, Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XIX, Marzo de 2004, página 

1536, cuyo rubro a la letra dice:

“COSTAS. CONCEPTO DE TEMERIDAD O MALA FE 
PARA DECRETAR SU CONDENA. De conformidad con lo 
establecido en el artículo 1084 del Código de Comercio la 
condena en costas en los juicios mercantiles procede en dos 
supuestos: el primero, es cuando así lo prevenga la ley, y el 
segundo, deriva de la facultad discrecional del juzgador 
cuando advierta que uno de los litigantes haya actuado con 
temeridad o mala fe. El primer supuesto prevé la condena 
forzosa y se rige por las cuatro primeras fracciones y el 
segundo por el ejercicio del arbitrio judicial del juzgador. El 
numeral en comento otorga al juzgador la facultad de 
determinar la temeridad o mala fe examinando los casos en 
que proceda aplicar la sanción por esos conceptos. El arbitrio 
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judicial no consiste en la simple y llana voluntad del juzgador, 
sino en una operación de entendimiento que importa el 
análisis de la actuación procesal de los litigantes temerarios, 
siendo aquellos que litigan sin justa causa. La generalidad de 
los juristas opinan que para que a un litigante se le tenga por 
temerario debe proceder con notoria mala fe, malicia notable 
o litigar sin justa causa. La temeridad o mala fe, entonces, 
puede consistir en diversos actos u omisiones del litigante, 
pues no sólo consiste en la falta de prueba de los hechos en 
que se funda la demanda o la contestación, sino en ejercitar 
acciones a sabiendas de ser improcedentes, oponerse a una 
acción sin causa justificada con pleno conocimiento de que 
son injustificadas, en la interposición de recursos o 
excepciones frívolos e improcedentes con el solo propósito de 
entorpecer el curso del procedimiento.”

Asimismo, es aplicable la tesis sustentada por la extinta 

Sala Auxiliar de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación, 97-102 

Séptima Parte, página 34, cuyo rubro dice:

“COSTAS, TEMERIDAD Y MALA FE PARA LA 
CONDENACION EN. CONCEPTO. El artículo 1084 del 
Código de Comercio determina que la condenación en costas 
se hará cuando así lo prevenga la ley, o cuando a juicio del 
Juez se haya procedido con temeridad o mala fe. La mala fe o 
temeridad a que la ley se refiere en el párrafo primero del 
artículo citado, en relación con lo dispuesto por la fracción II 
del propio precepto, constituye el reconocimiento expreso del 
principio general de que debe condenarse al litigante que, a 
juicio del Juez, haya procedido con mala fe, a efecto de que 
cubra las costas originadas con su censurable actitud. 
Conviene tener presente que la temeridad no sólo consiste en 
la falta de prueba de los hechos en que se funda la demanda 
o la defensa, o bien en la oposición sin justa causa a la acción 
que se intenta, o en el sólo prurito de hacer valer una 
pretensión aun cuando ésta no resulte contraria a derecho o 
se carezca de pruebas para fundarla, pues lo que caracteriza 
la temeridad o mala fe es el elemento subjetivo que lleva al 
litigante a sostener su pretensión con pleno conocimiento de 
que la razón no le asiste.”

Así las cosas, este Juzgador determina que no existe 

temeridad o mala fe de la actora pues éste promovió el juicio 

en que se actúa, al considerar que le asistía razón, sin que 

pueda advertirse que haya sido con el propósito de dilatar el 

procedimiento; así como tampoco puede considerarse que la 

parte demandada se haya conducido con temeridad y mala 

fe, ya que, no contestó la demanda instaurada en su contra.

Por ende, al no existir en autos constancia alguna de la 

cual se advierta que cualesquiera de las partes ha hecho 
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promociones inconducentes o en otros actos semejantes 

encaminados a entorpecer o dilatar el procedimiento 

contrarios a la buena fe, es que se estima justo y apegado a 

derecho no formular condena alguna a las partes por este 

concepto.

DÉCIMO. CONDENA. Expuesto lo anterior, y toda vez 

que en la especie quedaron acreditados los elementos de la 

acción intentada por la parte actora, siendo que la 

demandada en el presente juicio no contestó la demanda, por 

lo que omitió ofrecer pruebas y oponer excepciones, se 

declara procedente el presente juicio oral mercantil 

promovido por la parte actora; en consecuencia, lo 

procedente es:

1. Declarar la rescisión del contrato de apertura de 

crédito simple para la adquisición de un automóvil, 

celebrado entre las partes el quince de octubre de dos 

mil veinticinco, con motivo del incumplimiento de la 

demandada.

2. Como consecuencia de lo anterior, resulta 

procedente condenar a la demandada a pagar a la 

sociedad accionante la cantidad de $23,963.25 
(veintitrés mil novecientos sesenta y tres pesos 
25/100 moneda nacional), que es el resultado de los 

montos pagados por conceptos de enganche y 

primera mensualidad, que constituye la suerte 

principal reclamada en el presente juicio.

1. El pago del interés legal a razón del 6% (seis por 

ciento) anual, sobre el monto de $23,963.25 
(veintitrés mil novecientos sesenta y tres pesos 
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25/100 moneda nacional), los cuales se 

computarán a partir del día siguiente hábil del día 

veintiuno de octubre de dos mil veinticinco, y 

hasta que se realice la total devolución de dicha 

cantidad a la parte actora.

Se otorga a la parte demandada el término de quince 
días hábiles, contado a partir del día siguiente al en que 

surta efectos la notificación de esta sentencia, para que 

acredite haber dado cumplimiento a esta sentencia.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto en los artículos 1321, 1322, 1324, 1325, 

1327, 1328, 1329, 1390 Bis 38 y 1390 Bis 39 del Código de 

Comercio, se: 

RESUELVE

PRIMERO. Este órgano jurisdiccional resultó 

competente para conocer del presente juicio.

SEGUNDO. Ha sido procedente la vía oral mercantil 

intentada.

TERCERO. La parte actora justificó los elementos 

constitutivos de su acción; mientras que la demandada no 

demostró sus excepciones y defensas.

CUARTO. Se condena a la demandada en términos de 

los considerandos sexto, octavo y décimo este fallo.

 QUINTO. Se condena a la demandada al pago de 
intereses, en términos de los considerandos octavo y 
décimo de esta sentencia.

SEXTO. Se absuelve a la parte demandada, de los 

daños y perjuicios, en términos del considerando séptimo.

SEXTO. No se hace especial condena en relación con 

los gastos y costas generadas en el presente juicio.
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Notifíquese esta resolución en términos de lo 
dispuesto en los artículos 1,390 Bis 22, 1,390 Bis 38 y 
1,390 Bis 39 del Código de Comercio.

Así lo resolvió y firma Genaro García Carrasco, Juez de 

Distrito en Materia Mercantil Federal, en el Estado de 

Guerrero, con residencia en Acapulco de Juárez, asistido de 
Francisco Manuel Pino Carvajal, Secretario de Juzgado, 

quien autoriza y da fe.

FR
A

N
C

ISC
O

 M
A

N
U

E
L

 PIN
O

 C
A

R
V

A
JA

L
706a6620636a6633000000000000000000009fa8
17/11/28 11:57:49

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

173251005_3823000040677166012.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2

FIRMANTE
Nombre: FRANCISCO MANUEL PINO CARVAJAL Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.9f.a8 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

30/10/26 03:01:54 - 29/10/26 21:01:54 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

cc 8e a3 44 a5 1f 2d 79 11 4b 97 54 d7 c2 11 49
28 1f 22 c5 4b fa 46 5c 51 0a 29 96 21 14 f2 13
24 c7 04 3d 9e fd 52 69 e1 f5 62 0e 9c 0a 8e e4
45 3a 70 7e a9 da 0b f6 ea 4e 0b 10 a0 83 53 c6
11 2a 05 a1 52 3d 6b 80 97 a0 eb 62 03 74 95 e6
6b 87 a8 99 8d 5a c5 b4 5b 9f 31 72 a4 88 51 bc
91 5f 45 b3 10 ea 53 3e 60 09 2d 5c a2 94 26 dd
d6 12 43 f2 45 b4 2c 86 9b a3 46 6e 59 44 5d 6c
7c cb cf 71 0a cb ac c1 a7 54 ca 2e d8 53 d3 02
d3 aa 0c 04 bf f0 b8 0b 8b 26 3a 5e 1d fd ec 49
30 7f 42 7e 1f 8c 5a fd a9 dd 05 23 c3 9a 83 5d
06 90 9c a4 d5 bc e0 4b cf 00 07 64 df d8 17 48
cc 0f 18 46 39 0e 48 6b c2 ff 62 e4 a9 b5 c0 3d
eb f7 8d 40 41 63 47 4f 29 04 7d 0b 97 8d fa 79
0b ea 43 45 8d c2 7d 7f 0f 29 14 18 6b 57 84 86
3f 0a 9a 0b 1f 20 0b 93 00 99 d8 4a 8c c1 c1 22
de ae d6 da e5 13 cd f6 5c 56 9b ad 03 4f 3a 37
f7 45 22 03 91 f7 90 bf 75 f5 09 3e 34 16 d6 fa
77 53 92 25 48 be 09 a1 2c d8 13 93 84 db 48 b1
3d 3c f8 63 74 60 49 94 a8 6c 2e 1e f9 c2 e4 1a
42 4a 13 3e 04 92 48 08 20 89 e4 1c 28 0b 99 00
ae a0 0c 1b 8c cc 83 ca af af e5 06 9d cf 28 af
20 64 f9 d4 3f 63 bc 57 de f6 e6 e8 32 03 55 17
d1 63 22 44 4b a2 bc c7 79 f6 f4 14 a4 2a 46 df

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 30/10/26 03:01:55 - 29/10/26 21:01:55

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.9f.a8

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 30/10/26 03:01:55 - 29/10/26 21:01:55

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 228076541

Datos estampillados: L1s1uRZJqgj3ohni4n4VfjfAyRY=
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FIRMANTE
Nombre: GENARO GARCIA CARRASCO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.62.1e Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

30/10/26 03:07:32 - 29/10/26 21:07:32 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

5e 27 1e 36 f6 88 ba ea 4c 8f 2e ec 15 de b2 55
f8 71 53 4c b6 7a ad 73 f2 cc a9 2d c8 72 0e 14
1e f4 2d 0d fc 89 7c 84 ab cc 2c 09 b5 87 52 58
b9 a3 66 b9 cf 79 fb 3a 9f 5b ec 55 51 19 f9 2c
aa 43 34 39 39 49 6c a3 11 4c 0c aa 3b e2 00 0f
b5 02 08 75 0d f1 65 23 24 fd ee 70 8f 69 14 8f
03 d7 22 37 92 3b 9f 80 00 d9 7e 09 3f f0 49 bc
ce bb 83 c8 e8 cb b3 62 65 c5 3d ce 02 78 11 6a
0b e3 99 5d f8 bf 20 48 c0 a4 6f 9d 69 b8 a6 d1
23 a5 3a 83 49 25 f0 69 4e 42 37 cb 11 f7 b4 9d
f6 c6 53 74 2e 4c 14 17 a3 0f 03 91 5e 8b 5c 9b
dc b8 f0 b8 61 0c 4f 0e c5 a0 24 0b ff a6 c3 e8
bf 17 f9 7f 6c 83 1c 48 42 ca b4 b9 17 56 6a 65
c2 93 f1 63 57 1d ac b7 95 80 b5 89 8e 5a ff a1
c6 9a 6d d6 7f 30 0f 00 1b 12 30 97 db b2 42 85
60 d8 60 4a 9f e6 2c 31 9e 6b 78 13 51 89 22 18
00 f8 0a 5a a9 d9 ea 86 be 1c e4 54 0e c5 ee b4
f2 bd dd 1e 6a 78 fa 57 ac c2 c2 3a 92 72 67 2f
a7 fc cb 71 40 de 36 0d 35 88 58 52 28 b1 d2 84
77 f5 6b a2 95 fe df 09 c6 f4 37 b9 3b 45 43 80
f0 fe 28 bf 7a e8 c1 e7 21 b8 99 7c e4 50 32 31
6b f6 1a 7e 1f 0e 50 42 02 11 eb b1 35 16 4e a3
a4 8c 8c 2a 52 b0 d4 27 fb a2 08 b7 cf 17 87 33
95 58 7a 42 47 a8 d5 a9 7b 7c c1 d4 9c be f2 92

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 30/10/26 03:07:32 - 29/10/26 21:07:32

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.62.1e

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 30/10/26 03:07:33 - 29/10/26 21:07:33

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 228078039

Datos estampillados: oyNnpSt40BKQHpwf9h3EQKVn1s8=
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aEl veintinueve de octubre de dos mil veintiseis, el licenciado Francisco

Manuel  Pino  Carvajal , Secretario(a), con adscripción en el Juzgado de
Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado de Guerrero, con
residencia en Acapulco, hago constar y certifico que en esta versión pública
no existe información clasificada como confidencial o reservada en términos
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Conste.


